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León, Guanajuato, a 17 diecisiete de febrero del año 2011 dos mil once. .   
V i s t o s para resolver los autos del proceso administrativo identificado con el número 332/2010-JN, promovido por el ciudadano Jerónimo Garduño Marín; y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en que el actor dice le fue notificado el acto impugnado, que fue el 18 dieciocho de agosto del año 2010 dos mil diez, lo que se corrobora con el Acta circunstanciada de hechos, de la misma fecha (visible en copia certificada, a foja 31 treinta y uno). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- La existencia del acto impugnado, consistente la resolución liquidatoria del crédito fiscal número 6735182371 119 (seis-siete-tres-cinco-uno-ocho-dos-tres-siete-uno uno-uno-nueve); se encuentra acreditada con el documento determinante de crédito de fecha 12 doce de agosto de 2010 dos mil diez; que suscrito por la Directora General de Ingresos en copia al carbón, fue ofrecido y admitido como prueba, tanto al actor como a las demandadas (mismo que obra en el secreto de este Juzgado y es visible en autos, en copia certificada, a fojas 10 diez y 30 treinta); documental que merece pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por ser un documento público expedido por un servidor público en ejercicio de sus funciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

CUARTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . 

De lo expuesto por el actor en su escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende que con fecha 12 doce de agosto del 2010 dos mil diez, la Directora General de Ingresos emitió el documento determinante del crédito número 6735182371 119 (seis-siete-tres-cinco-uno-ocho-dos-tres-siete-uno uno-uno-nueve); por la cantidad de $20,360.00 (Veinte mil trescientos sesenta pesos 00/100 moneda nacional) y a cargo del justiciable, por concepto del pago de la contribución por la ejecución de obras públicas realizadas en el frente del predio de su propiedad, ubicado en calle Mar Egeo número 320 trescientos veinte, de la Colonia Infonavit Granada de esta ciudad. Documento que el actor expresamente acepta, le fue notificado el día 18 dieciocho de agosto del mismo año. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Documento determinante de crédito que el actor considera contiene una resolución liquidatoria de crédito fiscal que resulta ilegal; ya que expone que no  existe en la ley el “derecho de la contribución por ejecución de obras públicas” y, además, no satisface lo previsto en diversos artículos de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, al no motivar adecuadamente acerca de los conceptos y etapas en que se llevó a cabo la obra pública; a lo que las demandadas contestaron que la contribución si está establecida en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato y que la liquidación si contiene lo que dispone el artículo 242 de dicha Ley, constituyendo tales aspectos los punto controvertido en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . 

QUINTO.- Por cuestión de orden público y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento que para el proceso administrativo se prevén en el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . .  

En la especie, en la presente causa administrativa, el titular de la Dirección de Ejecución expresa que en cuanto a su dependencia, no existe el acto administrativo impugnado, pues no fue emitido por la misma, tal y como consta en el propio documento, lo que deriva en la causa de improcedencia contenida en la fracción VI del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa antes citado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

La fracción antes referida, establece como causal de improcedencia que el acto sean inexistente, derivando claramente esta circunstancia de la constancias de autos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .    

Así las cosas, para este Juzgador la causal de improcedencia invocada sí se actualiza; pues al examinar la demanda, y en especial, el documento donde consta el acto impugnado, se aprecia que el mismo fue emitido únicamente por la Directora General de Ingresos y que su notificación estuvo a cargo de un notificador y/o ejecutor adscrito a la Dirección General de Ingresos, sin que se advierta intervención alguna en su emisión, de parte de la Dirección de Ejecución o de su titular, de ahí que se considere inexistente el acto reclamado a dicho funcionario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo anterior, al surtir efectos la hipótesis de improcedencia relativa a la inexistencia del acto, procede sobreseer el presente proceso, únicamente en cuanto a la Dirección de Ejecución, ello con sustento en lo establecido en la fracción II del artículo 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por otro lado, este Juzgador no advierte la actualización de alguna otra causa de improcedencia o sobreseimiento que impida el estudio de fondo del negocio, en cuanto al acto impugnado a la Dirección General de Ingresos. . . . . . .  

SEXTO.- No existiendo impedimento legal, se procede a analizar los conceptos de impugnación esgrimidos por el actor. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

En el primer concepto de impugnación, en relación con el hecho 2 dos de su demanda, el actor esgrime, en concreto, que la liquidación del crédito es ilegal porque el concepto del que se desprende la misma no existe, esto es, los derechos de la contribución por ejecución de obras públicas no existen, al no encontrarse previstos ni en la Ley de Ingresos del Municipio de León, Guanajuato, ni en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; por lo que la autoridad viola el contenido, entre otras disposiciones, del artículo 4 de la Ley Orgánica para el Estado de Guanajuato, en el sentido de que la autoridad únicamente puede hacer lo que la Ley le concede . . . . . . . . . . . .  

Por su parte, la Directora General de Ingresos demandada, señaló en su escrito de contestación que es inoperante tal concepto de impugnación, pues en la liquidación impugnada se señala como concepto, el pago de la contribución por la ejecución de obras públicas, por lo que es insuficiente lo argumentado por el actor. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Este Juzgador estima que el concepto de impugnación hecho valer es infundado e insuficiente; toda vez que si bien es cierto que en el documento determinante de crédito, en el recuadro relativo al crédito fiscal, el mismo se describe como: “DERECHOS DE LA CONTRIBUCIÓN POR EJECUCION DE OBRAS PUBLICAS” -lo que efectivamente no se encuentra contemplado como ingresos en la Ley de Hacienda para los Municipios de Guanajuato-, sin embargo para quien resuelve, ello constituye un error en su redacción, ya que en el mismo documento, como concepto se señalo: “Lo que causa por el pago de la contribución por la ejecución de obras públicas”, lo que permite conocer, sin lugar a dudas, la naturaleza de lo que genera el crédito fiscal  que no es otra cosa que el pago de una contribución especial, y no de un derecho; contribución que está plenamente reconocida como ingreso para los Municipios, en la Sección Primera del Título Sexto de la Ley de Hacienda antes citada, así como por la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el ejercicio fiscal del año 2010 dos mil diez, en su artículo 35 y, en consecuencia, la autoridad demandada si puede recaudar el monto de dicha contribución, determinando la existencia de un crédito fiscal; ello de acuerdo a lo establecido en los artículos 17 y 23 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato y, 67, fracción XVII del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato, que a la letra establecen: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“ARTÍCULO 17. La administración y la recaudación de los Impuestos y demás ingresos propios de los Municipios estarán a cargo de las autoridades fiscales de los mismos, con excepción de los casos en que se encomiende expresamente la recaudación de los ingresos a otros organismos o a instituciones de crédito”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“ARTÍCULO 23. La determinación y liquidación de los créditos fiscales corresponden a las autoridades fiscales salvo disposición expresa en contrario. En este caso los sujetos pasivos informarán a las mismas, de la realización de los hechos que hubieren dado nacimiento a la obligación fiscal y los que sean pertinentes para la liquidación del crédito en los términos que establezcan las disposiciones relativas y en su defecto, por escrito dentro de los 15 días siguientes al nacimiento de la obligación fiscal. Los responsables solidarios proporcionarán, a solicitud de las autoridades, la información que tengan a su disposición.” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  


“Artículo 67.- La Dirección General de Ingresos, tiene las atribuciones siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


I....” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

    XVII. Determinar la existencia de créditos fiscales, dar las bases para su liquidación, fijarlos en cantidad liquida e imponer las sanciones administrativas que procedan por infracciones fiscales; y,” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Es por todo lo antes expuesto, que se considera infundado el concepto de impugnación en estudio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En el segundo concepto de impugnación esgrimido, que se relaciona con el hecho 3 de su demanda, el actor expresa en lo esencial, que el acto que combate, viola el contenido del artículos 8 y 137, fracción VI del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; toda vez que la demandada no acata, ni satisface los extremos de los artículos que regulan la contribución por la ejecución de obras públicas; siendo tales preceptos el 229, 230, 231, 235, 236, 237, 238, 240 y 241 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, al no precisar: si se le cobra como propietario o poseedor; los conceptos que integran el costo por derrama; las etapas de la obra; como se aprobó la obra y su costo; los periódicos en los que se convocó a la asamblea y al comité de contribuyentes; así como tampoco cuantas personas aprobaron la obra; lo que se traduce en una indebida motivación del documento impugnado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por su parte, la autoridad demandada, sobre el particular, al contestar la demanda (foja 26 veintiséis del presente expediente) señala que el acto impugnado reúne los requisitos que instituye la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato,  para la notificación de la liquidación de la contribución por ejecución de obras públicas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Una vez analizado el acto impugnado, este Juzgador estima infundado el concepto de impugnación hecho valer por el actor; toda vez que, en primer lugar, se aprecia que el documento determinante de crédito número 6735182371 119 (seis-siete-tres-cinco-uno-ocho-dos-tres-siete-uno uno-uno-nueve), que contiene la resolución liquidatoria impugnada; sí contiene dispositivos legales aplicables al caso concreto, así como las circunstancias especiales, razones o causas inmediatas que la autoridad demandada tomó en consideración para la emisión de la resolución, de ahí que se considere que está fundado y motivado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

 En segundo lugar, como bien lo refiere la autoridad demandada, el documento determinante del crédito antes mencionado, que contiene la liquidación impugnada, sí engloba los requisitos que para la notificación de la liquidación instituye la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, concretamente en su artículo 242, pues en el texto del documento determinante del crédito, se señala el nombre del propietario; la ubicación del inmueble; la superficie afecta a la contribución; la cuota de imposición; y, el monto de la derrama, entre otros rubros; por lo que carece de razón el actor en su argumentación al decir que se debió incluir el costo por derrama; las etapas de la obra; como se aprobó la obra y su costo; los periódicos en los que se convocó a la asamblea y al comité de contribuyentes; así como cuantas personas aprobaron la obra ya que no existe obligación de la autoridad demandada para ello; luego entonces al no demostrarse fehacientemente que la resolución impugnada no está debidamente fundada y motivada, es por lo que resulta infundado el concepto de impugnación analizado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Finalmente, se determina que los conceptos de impugnación expresados por el actor son insuficientes en lo general; toda vez que el actor no controvierte las consideraciones y fundamentos torales del  acto impugnado, cuando, por sí solos, pueden sustentar el sentido de aquél, por lo que al no haberse controvertido y, por ende, no demostrarse su ilegalidad, éstos continúan rigiendo el sentido del acto impugnado en el presente proceso, ello conforme a lo que se establece en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

"CONCEPTOS DE VIOLACION QUE OMITEN COMBATIR ALGUNAS CONSIDERACIONES EN QUE SE APOYA EL ACTO RECLAMADO. SON INSUFICIENTES. Los conceptos de violación deben estar relacionados directa e inmediatamente con los fundamentos del acto reclamado, para que de esta forma queden de manifiesto los vicios de que adolezca; por tanto si el quejoso omite hacerse cargo de algunas consideraciones en que se apoyó la autoridad responsable y no las combate, el Tribunal Colegiado no está en aptitud de examinar la constitucionalidad de éstas y por consecuencia deben subsistir." SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. Amparo directo 297/90. Roberto González Granados. 15 de agosto de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Vicente Martínez Sánchez. Nota: Esta tesis también aparece en el Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995, Tomo VI, Materia Común, Segunda Parte, tesis 716, página 482. No. Registro: 208,986. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 86-1, Febrero de 1995. Tesis: VI.2o. J/352. Página: 45. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así pues, al resultar infundados e insuficientes los dos conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su demanda; se tiene que estar a la presunción de legalidad del acto administrativo impugnado; por lo que con fundamento en lo dispuesto en el artículo 300 fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede reconocer la total legalidad y validez de la resolución liquidatoria del crédito fiscal, contenida en el documento del crédito número 6735182371 119 (seis-siete-tres-cinco-uno-ocho-dos-tres-siete-uno uno-uno-nueve); de fecha 12 doce de agosto del 2010 dos mil diez, por un monto de $20,360.00 (Veinte mil trescientos sesenta pesos 00/100 moneda nacional) por concepto del pago de la contribución por la ejecución de obras públicas, realizadas en el frente del predio, propiedad del justiciable, ubicado en calle Mar Egeo número 320 trescientos veinte, de la Colonia Infonavit Granada, de esta ciudad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SÉPTIMO.- De lo solicitado por el justiciable, se encuentra también la  pretensión consistente en el pago de daños y perjuicios, conforme a la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado; lo que se traduce en la acción que se prevé en la fracción III del artículo 255 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . 

No ha lugar a condenar a la autoridad conforme a lo solicitado por el actor; en virtud de que no es posible determinar y fijar un monto a pagar por el concepto de daños y perjuicios; toda vez que en el presente proceso administrativo no se demostró, en primer lugar, un vínculo lógico-jurídico de que el acto impugnado causara daños y perjuicios; y en segundo lugar, la existencia de esos daños y perjuicios, en donde se indique claramente cuál es la pérdida o menoscabo sufrido en el patrimonio y cuál es la privación de la ganancia lícita que debió haberse obtenido; entendiendo por daño, en un sentido jurídico, como el mal que se causa a una persona o cosa y, por perjuicio, la pérdida de utilidad o de ganancia, cierta y positiva que, por la acción de alguien, ha dejado de obtenerse; aunado al hecho de que la responsabilidad en materia de responsabilidad patrimonial del Estado, excluye la acción de daños y perjuicios en materia contenciosa administrativa, según se dispone en el artículo 9 segundo párrafo de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y los Municipios de Guanajuato; por lo que no resulta procedente el pago de daños y perjuicios en términos de la señalada ley; aunado a que en el presente asunto se resolvió reconocer la legalidad y validez del acto impugnado. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 261, fracción VI; 262, fracción II; 287, 298, 299 y 300, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . . 

SEGUNDO.- Se Sobresee el presente proceso administrativo en contra del Director de Ejecución demandado, por las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Quinto de la presente resolución. . . . . . . . . . . . . . .
TERCERO.- Procedió el proceso administrativo interpuesto en contra de la Dirección General de Ingresos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Se reconoce totalmente la legalidad y validez del documento determinante del crédito fiscal número 6735182371 119, (seis-siete-tres-cinco-uno-ocho-dos-tres-siete-uno uno-uno-nueve); de fecha 12 doce de agosto del 2010 dos mil diez; por un monto de $20,360.00 (Veinte mil trescientos sesenta pesos 00/100 moneda nacional); en base a las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Sexto de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- No ha lugar al pago de daños y perjuicios, atento a lo señalado en el Considerando Séptimo de este mismo fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . .  
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

